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Los antecedentes del presente asunto revelan que el acto materia de la acusación -Acuerdo 035-, lo expidió la asamblea corporativa de la CAR el veintiocho de febrero de 2012 y que la demanda se radicó el once de julio de 2012, cuando ya había entrado a regir la Ley 1437 de dieciocho de enero de 2011 ó Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), hecho que según el artículo 308 ocurrió el dos de julio de 2012. Por la importancia que tiene esta norma para determinar si la demanda se radicó o no en tiempo, es apropiado citarla literalmente. “Artículo 308. Régimen de transición y vigencia. El presente Código comenzará a regir el dos de julio del año 2012. Este Código sólo se aplicará a los procedimientos y las actuaciones administrativas que se inicien, así como a las demandas y procesos que se instauren con posterioridad a la entrada en vigencia. Los procedimientos y las actuaciones administrativas, así como las demandas y procesos en curso a la vigencia de la presente ley seguirán rigiéndose y culminarán de conformidad con el régimen jurídico anterior.” La norma anterior contiene las siguientes reglas: En primer lugar, que toda actuación y procedimiento ante la Administración, y toda demanda o proceso judicial que se promueva a partir del dos de julio de 2012, cuando entró en vigencia el régimen jurídico del CPACA, se debe sujetar a sus disposiciones. Así, se otorga plena eficacia jurídica a la regla de no retroactividad de la ley, de suerte que la mencionada codificación operará hacia el futuro, ante los asuntos en cita, que hayan iniciado su curso luego de aquélla fecha. Y, en segundo lugar, que los procedimientos y actuaciones administrativas, así como las demandas y procesos que estuvieren en curso el dos de julio de 2012, continuarán rigiéndose por las disposiciones del C.C.A. Esto significa, que si alguna actuación administrativa o jurisdiccional inició su curso bajo la vigencia del Decreto 01 de 1984, el hecho de que haya entrado en vigor el CPACA, no implica que deban aplicarse sus preceptos, pues en tal caso se deben seguir tomando en cuenta las disposiciones del C.C.A. No obstante la claridad de las anteriores reglas, la Sala debe hacer algunas precisiones en torno a situaciones peculiares, que precisamente fueron advertidas con ocasión del matiz que ofrece este caso. Una de ellas tiene que ver con la formulación de la demanda de nulidad contra actos electorales proferidos luego del dos de julio de 2012, esto es una vez en vigor el CPACA; y la otra, concierne a las demandas instauradas con posterioridad a dicha fecha, pero contra actos electorales emitidos antes de la vigencia del CPACA. Si se trata del primer evento, en que el acto electoral se expide con posterioridad al dos de julio de 2012, y de contera la demanda de nulidad electoral se instaura bajo la vigencia del CPACA, el término de caducidad se rige por lo dispuesto en el literal a) del numeral 2  del artículo 164 de la nueva codificación, esto es que la demanda debe interponerse en el término de treinta (30) días, contados en la forma dispuesta en el inciso 1  del artículo 65 ibídem, es decir a partir del día siguiente a la publicación del respectivo acto en el Diario Oficial o en la gaceta oficial de la correspondiente entidad. Y, en el segundo evento, en que el acto electoral se expide con anterioridad a la vigencia del CPACA, pero la demanda se instaura posteriormente al dos de julio de 2012, el término de caducidad es el fijado en el artículo 136 numeral 12 del C.C.A., esto es de veinte (20) días, sin que su cómputo se surte en los términos del inciso 1  del artículo 65 ejusdem, es decir, que no se cuenta a partir del día siguiente a la publicación del acto administrativo en el Diario Oficial o en la gaceta oficial de la respectiva entidad, porque dicha norma no estaba vigente para la época en que se expidió el acto. A contrario sensu, el término de caducidad de veinte (20) días, en el caso anterior, se computa en la forma establecida en el artículo 136 numeral 12 del C.C.A., porque fue bajo su vigencia que se expidió el acto, es decir, que ese lapso se cuenta a partir “…del día siguiente a aquél en el cual se notifique legalmente el acto por medio del cual se declara la elección o se haya expedido el nombramiento de cuya nulidad se trata…”. En este orden de ideas, como en el acta de sesión ordinaria del 28 de febrero de 2012, sobre reunión de la Asamblea Corporativa de la CAR, hay constancia de que todos los demandados estuvieron presentes y participaron en la elección cuestionada, queda claro que ellos supieron de su existencia y se notificaron allí mismo. Por tanto, el término de caducidad de 20 días corrió a partir del día siguiente hábil, esto es entre el veintinueve de febrero y el veintiocho de marzo de 2012. Por tanto, en razón a que la demanda se radicó el once de julio del corriente año, no hay duda que para esa fecha ya se había configurado la caducidad, lo cual lleva a que se rechace la demanda. 
FUENTE FORMAL: LEY 1437 DE 2011 - ARTICULO 308
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION QUINTA

Consejero ponente: ALBERTO YEPES BARREIRO

Bogotá D.C., cuatro (4) de octubre de dos mil doce (2012)

Radicación número: 11001-03-28-000-2012-00041-00
Actor: MARIA DEL PILAR DIAZ SUAREZ
Demandado: CORPORACION AUTONOMA REGIONAL DE CUNDINAMARCA
Se pronuncia la Sala sobre la admisibilidad de la demanda de la referencia, frente a la cual el proyecto de auto elaborado por el Consejero Dr. Mauricio Torres Cuervo, no obtuvo la mayoría requerida.

Antecedentes

La señora María del Pilar Díaz Suárez, a nombre propio, presentó el 11 de julio de 2012 demanda de nulidad electoral, encaminada a invalidar el Acuerdo 035 de 28 de febrero de 2012, expedido por la asamblea corporativa de la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca - CAR, mediante el cual fueron elegidos como miembros del Consejo Directivo los señores Jorge Humberto Garcés Betancur - Alcalde de Agua de Dios, Juan Carlos Ramos Flórez - Alcalde de Sasaima, Marco Tulio Sánchez Gómez - Alcalde de Zipaquirá y Miguel Antonio Castillo Barragán - Alcalde de Buenavista.

Se invocan como normas violadas el literal d) del artículo 26 de la Ley 99 de 1993, el artículo 14 de la Resolución 703 de 25 de junio de 2003 del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, y el artículo 7  del Decreto 2241 de 15 de julio de 1986 ó Código Electoral. Explica la infracción de estas disposiciones en que para la elección acusada era obligatorio acudir al sistema del cuociente electoral, que si bien obliga a la presentación de listas de candidatos por cada una de las regiones, ello no ocurrió así porque la votación se hizo por nombres de personas o por municipios. De igual forma encuentra que se transgredió el artículo 258 Constitucional, porque no obstante ordenar el anterior precepto que el voto es secreto, en el sub lite se acudió a votación nominal y pública, sin tomar en cuenta que esa regla, que figura en el artículo 133 Superior, modificado por el artículo 5  del Acto Legislativo 01 de 2009, opera en las corporaciones públicas de elección popular.

Un último reparo consiste en que algunos candidatos se retiraron para facilitar la elección de quienes ahora figuran como demandados, los cuales resultaron elegidos no por el sistema proporcional del cuociente electoral, sino por el sistema mayoritario.

Parte de la demanda se ocupa de explicar que en este caso no ha operado la caducidad de la acción, puesto que con fundamento en la sentencia C-646 de 31 de mayo de 2000, mediante la cual se declaró exequible el parágrafo del artículo 95 del Decreto 2150 de 1995, el término de caducidad previsto en el numeral 12 del artículo 136 del C.C.A., no se ha configurado, pues como lo certificó la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Imprenta Nacional, aún no se ha publicado en el Diario Oficial el Acuerdo 035 de 2012.

Consideraciones

Los antecedentes del presente asunto revelan que el acto materia de la acusación -Acuerdo 035-, lo expidió la asamblea corporativa de la CAR el 28 de febrero de 2012 y que la demanda se radicó el 11 de julio de 2012, cuando ya había entrado a regir la Ley 1437 de 18 de enero de 2011 ó Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), hecho que según el artículo 308 ocurrió el dos de julio de 2012. Por la importancia que tiene esta norma para determinar si la demanda se radicó o no en tiempo, es apropiado citarla literalmente.

“Artículo 308. Régimen de transición y vigencia. El presente Código comenzará a regir el dos (2) de julio del año 2012.

Este Código sólo se aplicará a los procedimientos y las actuaciones administrativas que se inicien, así como a las demandas y procesos que se instauren con posterioridad a la entrada en vigencia.

Los procedimientos y las actuaciones administrativas, así como las demandas y procesos en curso a la vigencia de la presente ley seguirán rigiéndose y culminarán de conformidad con el régimen jurídico anterior.”

La norma anterior contiene las siguientes reglas:

En primer lugar, que toda actuación y procedimiento ante la Administración, y toda demanda o proceso judicial que se promueva a partir del dos de julio de 2012, cuando entró en vigencia el régimen jurídico del CPACA, se debe sujetar a sus disposiciones. Así, se otorga plena eficacia jurídica a la regla de no retroactividad de la ley, de suerte que la mencionada codificación operará hacia el futuro, ante los asuntos en cita, que hayan iniciado su curso luego de aquélla fecha.

Y, en segundo lugar, que los procedimientos y actuaciones administrativas, así como las demandas y procesos que estuvieren en curso el dos de julio de 2012, continuarán rigiéndose por las disposiciones del C.C.A. Esto significa, que si alguna actuación administrativa o jurisdiccional inició su curso bajo la vigencia del Decreto 01 de 1984, el hecho de que haya entrado en vigor el CPACA, no implica que deban aplicarse sus preceptos, pues en tal caso se deben seguir tomando en cuenta las disposiciones del C.C.A.

No obstante la claridad de las anteriores reglas, la Sala debe hacer algunas precisiones en torno a situaciones peculiares, que precisamente fueron advertidas con ocasión del matiz que ofrece este caso. Una de ellas tiene que ver con la formulación de la demanda de nulidad contra actos electorales proferidos luego del dos de julio de 2012, esto es una vez en vigor el CPACA; y la otra, concierne a las demandas instauradas con posterioridad a dicha fecha, pero contra actos electorales emitidos antes de la vigencia del CPACA.

Si se trata del primer evento, en que el acto electoral se expide con posterioridad al dos de julio de 2012, y de contera la demanda de nulidad electoral se instaura bajo la vigencia del CPACA, el término de caducidad se rige por lo dispuesto en el literal a) del numeral 2  del artículo 164 de la nueva codificación, esto es que la demanda debe interponerse en el término de treinta (30) días, contados en la forma dispuesta en el inciso 1  del artículo 65 ibídem, es decir a partir del día siguiente a la publicación del respectivo acto en el Diario Oficial o en la gaceta oficial de la correspondiente entidad.

Y, en el segundo evento, en que el acto electoral se expide con anterioridad a la vigencia del CPACA, pero la demanda se instaura posteriormente al dos de julio de 2012, el término de caducidad es el fijado en el artículo 136 numeral 12 del C.C.A., esto es de veinte (20) días, sin que su cómputo se surte en los términos del inciso 1  del artículo 65 ejusdem, es decir, que no se cuenta a partir del día siguiente a la publicación del acto administrativo en el Diario Oficial o en la gaceta oficial de la respectiva entidad, porque dicha norma no estaba vigente para la época en que se expidió el acto. 
A contrario sensu, el término de caducidad de veinte (20) días, en el caso anterior, se computa en la forma establecida en el artículo 136 numeral 12 del C.C.A., porque fue bajo su vigencia que se expidió el acto, es decir, que ese lapso se cuenta a partir “…del día siguiente a aquél en el cual se notifique legalmente el acto por medio del cual se declara la elección o se haya expedido el nombramiento de cuya nulidad se trata…”. 
En esta parte la accionante aduce en la demanda que el cómputo del término de caducidad de la acción electoral resultó modificado con la expedición de la sentencia C-646 de 31 de mayo de 2000, con ponencia del Magistrado Fabio Morón Díaz, mediante la cual se declaró exequible la frase “…y no será necesaria su publicación” contenida en el parágrafo del artículo 95 del Decreto Ley 2150 de 1995, bajo la siguiente condición:

“…los actos administrativos de carácter subjetivo de las autoridades del orden nacional, y especialmente aquellos a los que se refiere el numeral 12 del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, cuya acción de nulidad tiene caducidad, se publicarán debidamente en el Diario Oficial o en otro medio oficial destinado para el efecto; y únicamente por el cargo de inconstitucionalidad por omisión que contra el mismo presentó el demandante, declarar constitucional el artículo 119 de la Ley 489 de 1998.”

La Sala no es partidaria de la tesis del demandante, por las siguientes razones: 
En primer lugar, porque a la sentencia C-646 de 2000 no se le puede dar el alcance que propone el demandante. Recuerda la Sala que la demanda que dio lugar a ese pronunciamiento puso en tela de juicio la exequibilidad de la expresión “y no será necesaria su publicación”, contenida en el parágrafo del artículo 95 del Decreto Ley 2150 de 1995 “Por el cual se suprimen y reforman regulaciones, procedimientos o trámites innecesarios existentes en la Administración Pública”, bajo el argumento de que los actos administrativos de contenido particular y concreto quedaban excluidos de la publicidad, lo cual iba en contra del principio de participación democrática.

Así, en ningún momento dicha acción pública de inconstitucionalidad se encaminó a cuestionar los términos o la forma como se computaba el término de caducidad de la acción electoral en el artículo 136 del C.C.A. Y, aunque se dirigía a juzgar la falta de publicidad de los actos de contenido particular y concreto, ello no condujo indefectiblemente a estudiar al tiempo la conformidad que ese precepto pudiera tener con el ordenamiento Superior, como así lo demuestra el siguiente aparte de las consideraciones de la sentencia C-646 de 2000, en el que se sostiene que el término de caducidad previsto en el numeral 12 del artículo 136 se mantiene incólume y que los interesados en someter a juicio los actos electorales pueden acceder a los mismos en ejercicio del derecho fundamental de petición. En efecto, allí se dice:

“No hay pues violación del artículo 40-6 de la Constitución Política, que se origine en la excepción que consagró el parágrafo del artículo 95 del Decreto Ley 2150 de 1995, pues la misma no impide que en ejercicio del derecho de participación y control del poder político, el ciudadano pueda interponer acciones públicas en defensa de la Constitución y de la ley, cuando se trata de actos administrativos de carácter particular y concreto, dado que, como lo ha señalado esta Corporación, “...la democracia participativa permite que la comunidad conozca los documentos oficiales no reservados por la ley, por medio del derecho de petición”

Así las cosas, si un ciudadano cualquiera desea conocer este tipo de actos administrativos, podrá solicitarlos ejerciendo su derecho fundamental de petición, consagrado en el artículo 23 de la Carta Política, y si concluye que su contenido es violatorio de la Constitución o de la ley, podrá interponer, en cualquier tiempo, la acción de nulidad, salvo las excepciones de ley, las cuales están consagradas de manera expresa en el artículo 136 del C.C.A.; así por ejemplo, la de restablecimiento del derecho caducará al cabo de cuatro meses contados a partir del día siguiente al de la publicación, notificación, comunicación o ejecución del acto; en lo relativo a contratos, el término de caducidad será de dos años contados a partir del día siguiente a la ocurrencia del hecho que le sirva de fundamento; mientras que la acción electoral caducará en veinte días, contados a partir del siguiente a aquél en el cual se notifique legalmente el acto por medio del cual se declara la elección.” (Se imponen negrillas)

Lo argüido por la Corte Constitucional en su fallo es muestra fehaciente de que en ningún momento fue objeto de la acción pública de inconstitucionalidad, ni consustancial a la decisión bajo la forma de ratio decidendi, modificar para el futuro la forma como debía computarse el término de caducidad de la acción electoral, establecido en el numeral 12 del artículo 136 del C.C.A. Más bien, se trató de un pronunciamiento que tuvo como propósito trasladar a los actos de contenido particular y concreto un deber que preexistía en cuanto a los actos generales.

De igual modo, lo dicho por la Corte Constitucional en el segmento transcrito deja ver que la forma de computar el término de caducidad de la acción o el día a partir del cual comienza a contarse, se dejó tal como estaba, esto es que los 20 días de que disponen los interesados para instaurar la acción de nulidad electoral corren a partir del día siguiente a la notificación del acto que declara la elección o de expedición del nombramiento.

Y, en segundo lugar, porque como lo dejó sentado la Corte Constitucional en las consideraciones de la sentencia C-646 de 2000, el cómputo del término de caducidad a la luz del artículo 136 del C.C.A., está unido a la existencia del acto y no a su eficacia u oponibilidad. La publicación que se ordenó con dicha sentencia frente a los actos de carácter subjetivo de las autoridades del orden nacional, tuvo como propósito darlos a conocer a la comunidad en general, pero no fijar una nueva forma de contabilizar el término de caducidad, que en todo caso siguió ligada a la existencia material del acto, que bien puede impugnarse judicialmente sin que fuera menester publicarlo en el medio oficial correspondiente. 
En este orden de ideas, como en el acta de sesión ordinaria del 28 de febrero de 2012, sobre reunión de la Asamblea Corporativa de la CAR
, hay constancia de que todos los demandados estuvieron presentes y participaron en la elección cuestionada, queda claro que ellos supieron de su existencia y se notificaron allí mismo. Por tanto, el término de caducidad de 20 días corrió a partir del día siguiente hábil, esto es entre el 29 de febrero y el 28 de marzo de 2012. Por tanto, en razón a que la demanda se radicó el 11 de julio del corriente año, no hay duda que para esa fecha ya se había configurado la caducidad, lo cual lleva a que se rechace la demanda. 
En mérito de lo expuesto, la Sección Quinta de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, 
Resuelve:

Primero.- Rechazar, por caducidad, la demanda de Nulidad Electoral interpuesta por María del Pilar Díaz Suárez contra la elección de Jorge Humberto Garcés Betancur, Juan Carlos Ramos Flórez, Marco Tulio Sánchez Gómez y Miguel Antonio Castillo Barragán, como miembros del Consejo Directivo de la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca - CAR.

Segundo.- En firme esta providencia, archívese el expediente dejando las constancias del caso.

NOTIFIQUESE

SUSANA BUITRAGO VALENCIA

Presidenta

MAURICIO TORRES CUERVO                               ALBERTO YEPES BARREIRO

 Con salvamento de Voto

MARIO ALARIO MENDEZ                                   DOLLY PEDRAZA DE ARENAS

             Conjuez                                                                      Conjuez 
SALVAMENTO DE VOTO
Consejero: MAURICIO TORRES CUERVO 
Con toda consideración para con los integrantes de la Sala de la Sección Quinta del Consejo de Estado, expongo las razones que me llevaron a salvar voto en el auto de la referencia, que rechazó por caducidad la demanda de nulidad electoral que el 11 de julio de 2012 presentó la señora María del Pilar Díaz Suárez contra los señores Jorge Humberto Garcés Betancur, Juan Carlos Ramos Flórez, Marco Tulio Sánchez Gómez y Miguel Antonio Castillo Barragán. 
La providencia de la que disiento afirma que operó la caducidad y, por ende, que el ejercicio del medio de control de nulidad electoral fue inoportuno frente al Acuerdo 035 del 28 de febrero de 2012, que declaró la elección de los demandados en el Consejo Directivo de la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca (en adelante CAR), por cuanto:

i) El acto acusado fue expedido el 28 de febrero de 2012, es decir, antes de la vigencia del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (en adelante C.P.A. y de lo C.A.), acaecida el 2 de julio hogaño. Aunque la demanda fue presentada después de esta última fecha, la caducidad de la acción se debe contabilizar como lo prevé el artículo 136 [12] del Código Contencioso Administrativo (Decreto 01 de 1984), a saber, “veinte (20) días, contados a partir del siguiente a aquél en el cual se notifique legalmente el acto por medio del cual se declara la elección o se haya expedido el nombramiento cuya nulidad se trata (…)”. 
De allí que no resulta aplicable al presente caso la previsión del literal a) del numeral 2 del artículo 164 del C.P.A. y de lo C.A., conforme a la cual el término para presentar la demanda contra un acto administrativo electoral es de 30 días, contados “a partir del día siguiente al de su publicación efectuada en la forma prevista en el inciso 1  del artículo 65 de este Código
”. 
ii) No es de recibo la tesis de la demandante, según la cual el cómputo del término de caducidad de la acción electoral resultó modificado por la sentencia C-646 de 2000, que declaró exequible el parágrafo del artículo 95 del Decreto Ley 2150 de 1995, en punto de la expresión “y no será necesaria su publicación”, con la condición de que “(…) los actos administrativos de carácter subjetivo de las autoridades del orden nacional, y especialmente aquellos a los que se refiere el numeral 12 del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, cuya acción de nulidad tiene caducidad, se publicarán debidamente en el Diario Oficial o en otro medio oficial destinado para el efecto (…)”. 
Como razones para desvirtuar la oportunidad de la demanda, la providencia de la que me separo, en primer lugar, aduce que la acción pública de inconstitucionalidad que condujo a la aludida sentencia no estaba encaminada a cuestionar cómo se debe hacer el conteo del término de caducidad de la acción electoral fijado por el artículo 136 [12] del C.C.A.; sino que, en verdad, proponía el reproche frente a la expresión transcrita del parágrafo del artículo 95 del Decreto Ley 2150 de 1995, en la medida en que esta excluye de la publicidad los actos administrativos de contenido particular y concreto, circunstancia que pugna con el principio de la participación democrática. 
Que si bien el juicio de constitucionalidad se dirigió a cuestionar la falta de publicidad de los actos de contenido particular y concreto, “(…) ello no condujo indefectiblemente a estudiar al tiempo la conformidad que ese precepto [se refiere al artículo 136, numeral 12, del C.C.A.] pudiera tener con el ordenamiento Superior (…)”. Por el contrario, que de la lectura de la sentencia C-646 de 2000 se concluye que el término de caducidad del artículo 136 [12] se mantiene “incólume” y que los interesados en el control judicial de los actos electorales pueden acceder a estos en ejercicio del derecho de petición. Para sustentar este aserto transcribió el siguiente fragmento de la sentencia: 
“(…) No hay pues violación del artículo 40-6 de la Constitución Política que se origina en la excepción que consagró el parágrafo del artículo 95 del Decreto Ley 2150 de 1995, pues la misma no impide que en ejercicio del derecho de participación y control del poder político, el ciudadano pueda interponer acciones públicas en defensa de la Constitución y de la ley, cuando se trata de actos administrativos de carácter particular y concreto, dado que, como lo ha señalado esta Corporación, la democracia participativa permite que la comunidad conozca los documentos oficiales no reservados por la ley, por medio del derecho de petición. 
Así las cosas, si un ciudadano cualquiera desea conocer este tipo de actos administrativos, podrá solicitarlos ejerciendo su derecho fundamental de petición, consagrado en el artículo 23 de la Constitución, y si concluye que su contenido es violatorio de la Constitución o de la ley, podrá interponer en cualquier tiempo, la acción de nulidad, salvo las excepciones de ley, las cuales están consagradas de manera expresa en el artículo 136 del C.C.A.; así por ejemplo, la de restablecimiento del derecho caducará al cabo de cuatro meses contados a partir del día siguiente al de la publicación, notificación, comunicación o ejecución del acto; en lo relativo a contratos, el término de caducidad será de dos años contados a partir del día siguiente a la ocurrencia del hecho que le sirva de fundamento; mientras que la acción electoral caducará en veinte días, contados a partir del día siguiente a aquél en el cual se notifique legalmente el acto por medio del cual se declara la elección (…)” (negrilla en el texto original). 
Así, la providencia de la que disiento afirma que el fallo de la Corte Constitucional no extendió sus efectos a “modificar para el futuro la forma como debía computarse el término de caducidad de la acción electoral, establecido en el numeral 12 del artículo 136 del CCA. Más bien, se trató de un pronunciamiento que tuvo como propósito trasladar a los actos de contenido particular y concreto un deber que preexistía en cuanto a los actos generales (…)”.

En segundo lugar, el auto que no comparto expone como argumentos para descartar la oportunidad de la demanda que, en los términos de la sentencia C-646 de 2000, “el cómputo del término de caducidad a la luz del artículo 136 del C.C.A., está unido a la existencia del acto y no a su eficacia u oponibilidad”. Y, que la publicación de los actos administrativos de carácter particular y concreto dictados por las autoridades del orden nacional tiene por propósito darlos a conocer a la comunidad, pero no implica “una nueva forma de contabilizar el término de caducidad, que en todo caso siguió ligada a la existencia material del acto, que bien puede impugnarse judicialmente sin que fuera menester publicarlo en el medio oficial correspondiente (…)”. 
Entonces, “como en el acta de sesión ordinaria del 28 de febrero de 2012, sobre (sic) reunión de la Asamblea Corporativa de la CAR, hay constancia de que todos los demandados estuvieron presentes y participaron en la elección cuestionada, queda claro que ellos supieron de su existencia y se notificaron allí mismo. Por tanto, el término de caducidad de 20 días corrió a partir del día siguiente hábil, esto es entre el 29 de febrero y el 28 de marzo de 2012 (…)”. Por lo que concluyó el auto que, como la demanda de la referencia se radicó el 11 de julio de 2012, para esta fecha ya se había configurado la caducidad del medio de control. 
Precisadas las razones por las que el auto del que disiento rechazó la demanda por caducidad del medio de control, procedo a exponer los argumentos por los que considero que sí fue oportuna al presentación de la demanda de nulidad electoral contra el Acuerdo 035 del 28 de febrero de 2012, que declaró la elección del algunos miembros del Consejo Directivo de la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca, y, en consecuencia, el porqué sí se debió tramitar el medio de control, tal como lo expuse en el proyecto de providencia que negó la Sala. 
Sea lo primero advertir que, de conformidad con el artículo 308 de la Ley 1437 de 2011, C.P.A. y de lo C.A., este código se aplicará “a los procedimientos y las actuaciones administrativas que se inicien, así como a las demandas y procesos que se instauren con posterioridad a la entrada en vigencia (…)”, es decir, a partir del dos de julio de 2012 (subraya fuera del texto). 
Nótese que la norma en comentario no dispuso que para los actos electorales, y en general para los actos administrativos que puedan ser objeto de control en sede jurisdiccional, expedidos antes de la vigencia del C.P.A. y de lo C.A., pero cuya impugnación judicial se intente a partir del dos de julio de 2012, se deba aplicar las disposiciones del Decreto 01 de 1984 con el fin establecer el término de caducidad de la acción
. 
En otras palabras, no existe norma de tránsito de legislación que disponga que el término de caducidad de la acción para los actos administrativos expedidos antes del dos de julio de 2012, que se sometan a control judicial desde dicha fecha, es el previsto por el artículo 136 del C.C.A. ni, mucho menos, que para los actos electorales el conteo de la caducidad se deba hacer en los términos del numeral 12 del mismo artículo. 
Esta aclaración es importante, pues para el auto del que discrepo el término de caducidad de la acción, entiéndase medio de control, está relacionado con la existencia material del acto, al punto que afirma que “como lo dejó sentado la Corte Constitucional en las consideraciones de la sentencia C-646 de 2000, el cómputo del término de caducidad a la luz del artículo 136 del C.C.A., está unido a la existencia del acto y no a su eficacia u oponibilidad” (subraya fuera del texto). 
No puedo compartir la anterior afirmación, toda vez que la caducidad no puede tenerse como un elemento del acto administrativo
 o, mejor aun, como un instituto inescindible y atado a la existencia del acto, pues basta con recordar que el fundamento de la caducidad es “la necesidad que tiene el Estado de estabilizar las situaciones jurídicas (…) de allí que para evitar esa incertidumbre [la posibilidad de que en cualquier tiempo un acto administrativo pueda ser anulado en sede judicial] se haya señalado por el legislador un plazo perentorio, más allá del cual no podrá la acción ejercerse, dándole aplicación al principio de que el interés general de la colectividad y la estabilidad de las situaciones jurídicas deben prevalecer sobre el individual de la persona afectada (…)”
. 
En ese orden de ideas, la caducidad de la acción o el término para que sea oportuno el ejercicio de un medio de control, antes que ser un elemento que se derive de la existencia misma del acto administrativo, en realidad, es un límite al derecho de acción del que son titulares las personas o los ciudadanos, según el caso, para pedir del Estado la solución de un conflicto jurídico originado en la presunta ilegalidad de un acto administrativo. 
Entonces, lo correcto es partir de la base de que la caducidad es uno de los presupuestos procesales de la acción, es decir, uno de los elementos sine qua non para que pueda existir pronunciamiento de fondo respecto de un acto administrativo que se pretende someter al control judicial. De allí que la consecuencia directa del ejercicio de la acción o del medio de control respectivo, por fuera del término de caducidad, no es la declaratoria de invalidez del acto, sino el rechazo de la demanda, si es que esta falencia se advierte previo al inicio del proceso, o la inhibición de la autoridad judicial para dictar sentencia, si es que la caducidad se advierte en el transcurso del proceso. 
Desde luego que si se habla de término de caducidad para impugnar en sede judicial un acto administrativo, necesariamente debe existir el acto que va a ser objeto de control, pero de la anterior circunstancia, no se puede colegir, como lo hace el auto del que disiento, que la caducidad está ligada a la existencia del acto, pues dicho instituto no es propio del acto administrativo, considerado en sí mismo, sino que es propio de la acción o de la oportunidad para el ejercicio del medio de control. 
Si es claro que la caducidad es un elemento de la acción o, mejor aun, presupuesto procesal de la acción, no es jurídicamente admisible sostener que el término de caducidad de la acción depende de la normativa vigente al momento de la expedición del acto. Lo correcto es analizar el término de caducidad de la acción o del medio de control con base en la normativa vigente al momento en que se presenta la demanda, cuando se materializa el derecho de acción. 
Por supuesto que la normativa sobre la caducidad de la acción, en palabras de la Ley 1437 de 2011, “oportunidad para presentar la demanda”, es tema de la regulación del procedimiento judicial: Parte Segunda del C.P.A y de lo C.A. - Organización de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo y de sus funciones jurisdiccional y consultiva. Prevista del mismo modo por el Decreto 01 de 1984 en el Libro Segundo - Control jurisdiccional de la actividad administrativa. 
Coherentemente, frente al cambio de normativa sobre aspectos del procedimiento judicial, habrá que acudirse a la respectiva regla de tránsito de legislación, verbigracia, el artículo 308 de la Ley 1437 de 2011 y, en el evento de que no exista dicha regla, a la norma de tránsito de legislación general prevista por el artículo 40 de la Ley 153 de 1887. 
Ahora bien, la publicidad del acto administrativo es condición necesaria para que corra el término de caducidad
, pues no es posible la impugnación del acto por la vía judicial si este no se conoce. Por tanto, toda consideración en punto de del estudio sobre la oportunidad de la presente demanda debe empezar por precisar si el acto acusado está debidamente publicitado. 
Dicho de otro modo, a diferencia de lo que afirma el auto del que disiento, para determinar si operó la caducidad de la acción en relación con el acto acusado, no es necesario verificar a partir de cuándo este existe, sino desde cuándo se hizo público. 
Según la certificación de la CAR que obra en el expediente de la referencia
, el acto acusado no se ha publicado. Este hecho es trascendente, pues de conformidad con el literal a) del numeral 2  del artículo 164 del C.P.A. y de lo C.A., vigente a la fecha de presentación de la demanda, el término para el ejercicio del medio de control de nulidad electoral es de 30 días, que se deben contar a partir del día siguiente a la publicación del acto en la forma prevista por el artículo 65 ejusdem, es decir, su publicación en el Diario Oficial. 
Pero si en gracia de discusión se acogiera la tesis del auto que no comparto, como el acto acusado fue expedido antes de la vigencia de la Ley 1437 de 2011, lo cierto es que, en los términos del Decreto 01 de 1984, la publicación de los actos administrativos de nombramiento y de elección es de obligatorio cumplimiento. 
En efecto, a pesar de la previsión del numeral 12 del artículo 136 del C.C.A., conforme a la cual la acción electoral caduca en 20 días “contados a partir del día siguiente a aquel en el cual se notifique legalmente el acto por medio del cual se declara la elección o se haya expedido el nombramiento de cuya nulidad se trata”, desde la sentencia C-646 de 2000 de la Corte Constitucional, la norma transcrita debe entenderse insubsistente, en la medida en que la sentencia referida declaró exequible el parágrafo del artículo 95 del Decreto Ley 2150 de 1995, en el entendido de que los actos administrativos de carácter subjetivo de las autoridades del orden nacional cuya acción de nulidad tiene caducidad, “deben publicarse (…)”.

Lo anterior, porque no es cierto que, como se afirma en la providencia de la que discrepo, la Corte Constitucional únicamente estableció la obligación de publicar los actos particulares de carácter subjetivo, sin que por este mandato se haya modificado la forma de contabilizar el término de caducidad de la acción, si es que el acto es pasible ser impugnado por vía judicial. En parte alguna de la sentencia C- 646 de 2002 se dijo lo afirmado. Lo que resolvió, en forma llana y simple dicha sentencia fue declarar la constitucionalidad de la norma acusada, condicionada al entendimiento de que deben publicarse los actos administrativos mencionados. 
Los efectos de los fallos proferidos por la Corte Constitucional están establecidos en el artículo 48 de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia, y el numeral 1  de dicho artículo establece que los fallos que dicte esa Corporación como resultado del examen de las normas legales por vía de acción serán de obligatorio cumplimiento y con efecto erga omnes en su parte resolutiva. 
La sentencia C-646 de 2000 estableció en su parte resolutiva que el género de los actos administrativos de carácter subjetivo cuya acción de nulidad tiene caducidad deben publicarse, y citó en particular una especie de ellos, los que declaran elecciones y efectúan nombramientos. 
Luego, si el modo de dar publicidad a los actos mencionados fue modificado en virtud de la sentencia, en el sentido de que se exige su publicación en vez de su notificación, es evidente que normas jurídicas que se referían a la notificación de dichos actos en sus presupuestos fácticos - como el artículo 136 del C. C. A., deben entenderse ahora referidas a su publicación. De modo contrario se estaría desconociendo la sentencia de constitucionalidad que ordena publicar dichos actos. 
Es que el requisito de publicidad de los actos administrativos, no es un mero formalismo como se infiere, sino un instrumento esencial de la democracia para que los ciudadanos puedan conocer dichos actos y ejercer frente a ellos el control político, jurídico y social mediante las acciones contenciosas que prevé el C. C. A.; de suerte que si no se cumple con dicho requisito esencial resultan inanes o inoponibles a los asociados
. 
Recuérdese que la acción de nulidad electoral es pública y popular, la puede ejercer cualquier persona en defensa de la constitución y de la ley, y ello no es posible si no pueden conocer el acto de designación.

No sobra agregar que la providencia de la que me aparto es contraria al artículo 241 de la Constitución que confía a la Corte Constitucional la guarda e integridad de la Constitución, pues dicha corporación no podría cumplir esa función si, luego de decidir en un fallo de constitucionalidad que la publicación es la forma de dar publicidad a los actos de nombramiento, otro juez decide lo contrario.

Asimismo, si los asociados y los jueces no acatamos los fallos de constitucionalidad el sistema de derecho se desquicia en medida que cada autoridad o persona aplica las normas según su propio criterio.

En suma, la demanda de la referencia no podía ser rechazada por caducidad, comoquiera que el acto acusado no ha sido publicado, como es obligatorio a partir de la sentencia C-646 de 2000 de la Corte Constitucional, consecuentemente, si no ha se ha hecho la publicación del acto, mucho menos puede afirmarse la caducidad de la acción o del medio de control, por lo que la demanda se debió tramitar.

De esta forma dejo expuestas las razones de mi salvedad de voto. 
MAURICIO TORRES CUERVO

Consejero de Estado

Fecha ut supra.

� Corte Constitucional, Sentencia C-071 de 1994, M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero


� Folios 15 a 21.


� ARTÍCULO 65. Los actos administrativos de carácter general no serán obligatorios mientras no hayan sido publicados en el Diario Oficial o en las gacetas territoriales, según el caso.


Las entidades de la administración central y descentralizada de los entes territoriales que no cuenten con un órgano oficial de publicidad podrán divulgar esos actos mediante la fijación de avisos, la distribución de volantes, la inserción en otros medios, la publicación en la página electrónica o por bando, en tanto estos medios garanticen amplia divulgación.


Las decisiones que pongan término a una actuación administrativa iniciada con una petición de interés general, se comunicarán por cualquier medio eficaz.


En caso de fuerza mayor que impida la publicación en el Diario Oficial, el Gobierno Nacional podrá disponer que la misma se haga a través de un medio masivo de comunicación eficaz.


PARÁGRAFO. También deberán publicarse los actos de nombramiento y los actos de elección distintos a los de voto popular. 


� Desde la vigencia de la Ley 1437 de 2011 se debe preferir la expresión “medios de control” para referirse a las acciones de que tratan los artículos 84 a 87, 221, 223 y siguientes del Decreto 01 de 1984. 


� Aunque existen varias enunciaciones doctrinales respecto de los elementos del acto administrativo y su clasificación, sin ánimos de ahondar en la discusión, para efecto de este escrito se tendrán por tales al sujeto, el objeto, la causa, el fin y la forma. 


� Cfr. BETANCUR Carlos. “Derecho Procesal Administrativo”. Séptima Edición -2009. Señal Editora. Medellín, págs. 178 y 179. 


� Ob.cit pág. 185. 


� Fl. 32. 


� Esta posición la he sostenido en salvamentos y aclaraciones que he presentado, entre otras, a la sentencia de 9 de noviembre de 2010, expediente 2007-00437-02, CP doctora Susana Buitrago Valencia, y del 4 de febrero de 2010, expediente 2008-0009-00, de la misma Consejera.





